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APELACIÓN SENTENCIA

AUTORIDADES NACIONALES

ACTOR: MARÍA TERESA DIAZ LALINDE 
                        Se decide el recurso de apelación interpuesto por la  demandante, contra la sentencia proferida el 25 de marzo de 2011 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. 
 
ANTECEDENTES:
 


En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, MARÍA TERESA DÍAZ LALINDE solicita al Tribunal declarar nulo el Auto No. 1258 de abril 26 de 2007, expedido por el Departamento de Atención al Pensionado – Seccional Valle del Cauca del Instituto de Seguros Sociales, mediante el cual se negó por improcedente la reliquidación pensional reclamada. 



Como consecuencia de tal declaración pide que se ordene pagar la pensión de vejez en los términos previstos en el Acuerdo 049 de 1990, ordenando calcular el salario mensual base de liquidación de la pensión con la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó durante las 100 últimas semanas, multiplicadas por el factor 4.33, por el porcentaje que resulte del número de semanas cotizadas, según se demuestre en el proceso; pagar las diferencias causadas entre la suma que se ha venido cancelando y la que deberá pagarse conforme a la liquidación que se ordene en la sentencia; así mismo, indexar las sumas debidas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 178 del C.C.A. y dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 ídem.                                                                                                                                                                                                                                                                                                     



Como hechos que sirven de fundamento a sus pretensiones, la demandante relata los siguientes: 



Cumplió los requisitos legales para acceder a la pensión de vejez, razón por la cual solicitó su reconocimiento ante el Instituto de Seguros Sociales,   de apelación interpuesto contra la Resolución No. 002824 de marzo 25 de 2004, mediante la cual se dispuso el reconocimiento de la prestación. 



Para el reconocimiento de su pensión la liquidación se hizo con base en 1.343 semanas cotizadas y se tuvo en cuenta que el último cargo desempeñado fue el de Directora de la Oficina Jurídica de la Universidad del Valle y tenía más de 55 años de edad, toda vez que nació el 17 de marzo de 1947.



A pesar de las consideraciones claras aducidas en la resolución de reconocimiento de la prestación, según las cuales se encuentra en el régimen de transición y por ello es aplicable el Acuerdo 049 de 1990, inexplicablemente el monto de la pensión se calculó conforme a la Ley 100 de 1993 desconociendo el régimen que le era aplicable. 



La entidad demandada desconoció la aplicación íntegra del régimen anterior del que es beneficiaria en garantía del principio de favorabilidad, según el cual su pensión debió ser equivalente al 90% del salario mensual base, que se obtiene multiplicando por el factor 4.33, la centésima parte de las sumas de los salarios semanales sobre los cuales se efectuaron las cotizaciones para pensión  en las 100 últimas semanas. 



La Ley 100 de 1993 creó el Sistema de Seguridad Social Integral, en el que estableció un régimen unificado y general en materia de pensiones y en el se garantizaron los derechos adquiridos con aplicación de las disposiciones anteriores, si fueren más favorables, y el Consejo de Estado ha considerado que la aplicación de dicho régimen anterior debe ser íntegra, si es más favorable al pensionado. 



El acto acusado viola disposiciones constitucionales y legales, especialmente el derecho a la seguridad social en pensiones, en cuanto a la subsistencia en condiciones dignas del pensionado, pues con ello se busca que éste continúe percibiendo una prestación periódica o mesada pensional proporcional a los ingresos con base en los cuales cotizaba, de modo que se asegure su existencia digna y la de su familia. 



La entidad demandada determinó el monto de su pensión tomando el promedio devengado o cotizado durante los 10 últimos años y no con la centésima parte de la suma de los salarios devengados en las 100 últimas semanas, multiplicado por el factor 4.33, por el porcentaje del número de semanas cotizadas, determinado por la entidad, según lo prevé el parágrafo 1º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, que le es más favorable y que se debe aplicar en su integridad por estar en el régimen de transición de la Ley 100 de 1993. 



La consagración de un régimen de transición en materia pensional, no tendría justificación si ello implica perder las condiciones favorables a percibir su prestación bajo las normas que gobiernan el régimen anterior, pues ello resultaría violatorio de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, así como del reconocimiento del derecho al trabajo. 



De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado el encontrarse en régimen de transición implica la aplicación del régimen anterior en lo atinente a la edad, tiempo de servicio y monto, pues si se altera alguno de esos factores se pierde la esencia del beneficio; por lo tanto, es esta la interpretación favorable que debe darse al aplicar las normas que gobiernan su situación pensional.  

LA SENTENCIA APELADA
 


El Tribunal declaró no probadas las excepciones de falta de jurisdicción y competencia e inexistencia de la obligación, propuestas por la entidad demandada y se declaró inhibido para conocer sobre la nulidad pretendida. 



Sostuvo que el acto demandado no puede ser susceptible de estudio de legalidad, toda vez que se trata de un acto en que se le informa a la actora que su solicitud ya había sido resuelta mediante decisión anterior, es decir, no modificó, creó, ni extinguió ningún derecho en particular y solo se trata de un acto de comunicación; en las condiciones anteriores, lo que debió demandar fueron las resoluciones que sí hicieron un pronunciamiento de fondo en relación con su pretensión de reliquidación pensional.  

LA APELACIÓN
 


Inconforme con la sentencia del Tribunal, la demandante, por conducto de su apoderado, la apeló en la oportunidad procesal. Disiente de la interpretación hecha por el a quo, en el sentido de considerar que el acto acusado no es un acto administrativo, pues no tiene razón de ser una decisión inhibitoria, hasta 4 años después de haberse admitido la demanda, máxime cuando en el auto admisorio de esta, no se hizo reparo alguno respecto del acto que se estaba acusando.



Sostiene que los actos administrativos que reconozcan prestaciones periódicas  pueden demandarse en cualquier tiempo, lo que implica hacer una nueva solicitud para su reconocimiento y pago, tal como se hizo en el caso estudiado a fin de movilizar el aparato judicial. 



Solicita aplicar el postulado constitucional consagrado en el artículo 228, según el cual prima el derecho sustancial sobre las formalidades y, en tal sentido, debe proferirse una decisión de mérito, pues emitir una decisión inhibitoria 4 años después de presentada la demanda, constituye un desgaste injustificado de la jurisdicción y vulnera su derecho a obtener una pronta y adecuada justicia. 



En torno al fondo de la controversia, aduce que está probado en el expediente que cotizó durante 1.343 semanas, que su último cargo desempeñado fue el de Directora de la Oficina Jurídica de la Universidad del Valle y para la fecha del reconocimiento de la pensión había cumplido 55 años de edad, es decir, se estableció que es beneficiaria del régimen de transición y que tiene derecho a gozar de su prestación. 



Reitera que en aplicación íntegra de la normatividad anterior, su pensión de jubilación no debe liquidarse en la forma prevista en el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sino conforme a lo consagrado en el parágrafo 1º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990 y su decreto reglamentario. 



Considera que la negativa de estudiar y dar trámite a la solicitud de reliquidación pensional, resuelta mediante el auto demandado, implica que se abrió paso para demandar su nulidad; además, de conformidad con lo previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, los actos administrativos que reconozcan prestaciones periódicas pueden demandarse en cualquier tiempo. 



Puntualiza que el auto demandado negó dar trámite a su solicitud de reliquidación pensional y con ello cerró la posibilidad de lograr su propósito de reliquidación pensional y ello impone, indefectiblemente, la necesidad de acudir a la justicia contenciosa administrativa, para lograr un pronunciamiento al respecto. 



Finalmente, reitera las razones de derecho invocadas en la demanda, para efecto del reconocimiento de la reliquidación pretendida. 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO



Dentro de la oportunidad procesal correspondiente, el Agente del Ministerio Público rindió concepto en el que solicitó confirmar la sentencia de primera instancia. Dijo, en síntesis, lo siguiente:


Si la demandante no estaba de acuerdo con lo decidido en la Resolución No. 00284 de 2004, debió demandar, en sede judicial y dentro del término de caducidad, lo allí resuelto y no elevar una nueva solicitud de reliquidación pensional. 



Si bien es cierto la pretensión de reliquidación pensional puede elevarse cuantas veces se quiera, también lo es que en el presente caso, por haber quedado agotada la vía gubernativa con la expedición de la Resolución 90180 de 2005, lo único viable era acudir a la jurisdicción para cuestionar ese y los actos que le antecedieron y no pretender un pronunciamiento judicial respecto de un acto que se limita a negar por improcedente la reliquidación de la pensión pretendida, máxime cuando este no crea, modifica o extingue derechos de la demandante. 

Se decide, previas estas
 
CONSIDERACIONES
 
                      Se trata de establecer la legalidad del Auto No. 1258 de abril 26 de 2007 expedido por el Jefe del departamento de atención al pensionado del Instituto de Seguros Sociales, Seccional Valle, mediante el cual se negó por improcedente la solicitud de reliquidación pensional formulada por la señora María Teresa Díaz Lalinde. 



La demandante ingresó al servicio de la Universidad del Valle desde el 29 de septiembre de 2000, en el cargo de Jefe de la Dirección Jurídica en virtud del nombramiento hecho mediante Resolución No. 1215 de septiembre 21 de 2000
 y laboró en dicha entidad hasta el 14 de septiembre de 2004
, tiempo durante el cual se efectuaron cotizaciones al ISS para efecto del reconocimiento de su pensión
; allí mismo había cotizado previamente, como empleada del sector privado, durante los diferentes periodos a que se refiere el reporte de semanas de cotización emitido por Colpensiones. 



Con base en las semanas de cotización acreditadas, el Instituto de Seguros Sociales – Seccional Valle reconoció a su favor la pensión de vejez mediante Resolución No.  002824 de marzo 25 de 2004
, en cuantía de $2.167.753, con efectividad a partir del 1º de abril de ese año y para tal efecto se tuvo en cuenta lo dispuesto en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año. 



Contra la decisión anterior, la demandante interpuso recursos de reposición y en subsidio apelación
 por considerar que su pensión debía liquidarse en el 90% del salario promedio y con base en la integridad de lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990 para liquidar la pensión; los recursos fueron resueltos mediante Resoluciones Nos. 51713 de noviembre 8 de 2004
 y 900180 de febrero 17 de 2005
 que confirmó y modificó, respectivamente, la decisión recurrida. 



Mediante escrito radicado el 7 de diciembre de 2008
 la demandante elevó solicitud ante el Instituto demandado, con el objeto de que se reliquidara y reajustara su pensión de vejez disponiendo calcular la misma en el 90% computando el ingreso base de liquidación en los términos descritos en el parágrafo 1º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado mediante Decreto 758 de 1990. 



Para resolver la anterior solicitud, el Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del Instituto de Seguros Sociales, expidió el Auto No. 1258 de abril 26 de 2007 mediante el cual le informó que su petición fue resuelta mediante Resoluciones 51713 de noviembre 8 de 2004 y 900180 de febrero 17 de 2005, razón por la cual consideró improcedente volver a pronunciarse sobre la misma pretensión. 



La Sala observa que el objeto de la petición que dio origen al auto que aquí se acusa
 es el mismo que originó la expedición de las Resoluciones Nos. 51716  de noviembre 8 de 2004 y 900180 de febrero 17 de 2005 que resolvieron los recursos de reposición y apelación contra el acto que reconoció la pensión de vejez a la demandante, que consiste en que el reconocimiento de la pensión se haga en su integridad en la forma descrita en el Acuerdo 049 de 1990. 



Bajo la anterior consideración, se podría afirmar que el acto demandado no es el que le causó el perjuicio a la demandante, pues se limita a informar que su situación en torno a la reclamación ya fue decidida por actos anteriores; sin embargo, en aras de garantizar la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, en aplicación del artículo 228 de la Constitución Política, y como quiera que se trata de la solicitud tendiente a reliquidar la pensión y ésta se puede reclamar en cualquier tiempo, se entiende que dicha solicitud fue igualmente negada mediante el auto demandado y por lo tanto la Sala hará un pronunciamiento de fondo, como sigue. 



La pretensión de la demandante se circunscribe a determinar si en aplicación de lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, su pensión se debe reconocer y pagar calculando el salario mensual base de liquidación con base en la centésima parte de la suma de salarios semanales sobre los cuales cotizó en las 100 últimas semanas, multiplicado por el factor 4.33, por el porcentaje que resulte del número de semanas cotizadas demostradas en el proceso. 

Al momento de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993
, que estableció el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, la demandante se encontraba en el régimen de transición consagrado en su artículo 36
, que es del siguiente tenor literal: 

“ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE…”
El régimen de transición contemplado en la ley anterior, dispone que la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicios o el número de semanas cotizadas y el monto de la pensión de las personas que al momento de entrar en vigencia el sistema, tengan treinta y cinco (35) años o más de edad si son mujeres o cuarenta (40) años o más de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será el establecido en el régimen anterior al cual se encuentran afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas, para acceder a la pensión, se regirán por las disposiciones de la Ley 100 de 1993. (Se subraya).  

                       Tales previsiones en un nuevo régimen encuentran plena justificación en el límite que tiene el legislador para cambiar las expectativas legítimas que tienen los trabajadores respecto de las condiciones en las cuales aspiran a recibir su pensión. Así lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-789 de 2002, en la que invocó además otros pronunciamientos de esa Corporación. Dijo la Corte:

“Conforme al principio de proporcionalidad, el legislador no puede transformar de manera arbitraria las expectativas legítimas que tienen los trabajadores respecto de las condiciones en las cuales aspiran a recibir su pensión, como resultado de su trabajo. Se estaría desconociendo la protección que recibe el trabajo, como valor fundamental del Estado (C.N. preámbulo, art. 1º), y como derecho – deber (C.N. art. 25).  Por lo tanto, resultaría contrario a este principio de proporcionalidad, y violatorio del reconocimiento constitucional del trabajo, que quienes han cumplido con el 75% o más del tiempo de trabajo necesario para acceder a la pensión a la entrada en vigencia del sistema de pensiones, conforme al artículo 151 de la Ley 100 de 1993 (abril 1º de 1994), terminen perdiendo las condiciones en las que aspiraban a recibir su pensión.
”  

Esa especial protección a las personas que están próximas a obtener la prestación ha sido constante en la legislación. Además, los tránsitos legislativos deben ser razonables y proporcionales. Por ello, el mandato del inciso 2° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 respetó para las tres categorías de personas antes enunciadas, lo atinente a la edad, tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas y el monto de la pensión.



Al momento de la entrada en vigencia de la precitada ley
, la demandante tenía más de 35 años de edad
, razón por la cual se debe aplicar la norma que regía con anterioridad y así lo hizo la entidad, al aplicar el Acuerdo 049 de 1990 “por el cual se expide el Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de Invalidez, Vejez y Muerte”, que en torno al reconocimiento de la pensión de vejez consagra: 

“ARTÍCULO 12. REQUISITOS DE LA PENSION POR VEJEZ. Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:
a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.0.00) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.”

Si bien es cierto la administración ordenó el reconocimiento pensional de la demandante con fundamento en la disposición trascrita; también lo es que para liquidar su pensión de vejez calculó el monto pensional con base en las previsiones del parágrafo 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 previamente trascrito, de modo que promedió el salario que la demandante recibió durante el tiempo que con posterioridad al 1º de abril de 1994 le hacía falta para recibir la pensión y no en la forma descrita en el artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990 que establecía:  

“II. PENSION DE VEJEZ.
a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y,

b) Con aumentos equivalentes al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario.

PARÁGRAFO 1o. El salario mensual de base se obtiene multiplicando por el factor 4.33, la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó el trabajador en las últimas cien (100) semanas.

El factor 4.33 resulta de dividir el número de semanas de un año por el número de meses.

PARÁGRAFO 2o. La integración de la pensión de vejez o de invalidez de que trata este artículo, se sujetará a la siguiente tabla:

	
NUMERO SEMANAS
	
% INV. 
P.TOTAL
	
% INV.P. ABSOLUTA
	
% GRAN INV.
	
VEJEZ

	
500
	
45
	
51
	
57
	
45

	
550
	
48
	
54
	
60
	
48

	
600
	
51
	
57
	
63
	
51

	
650
	
54
	
60
	
66
	
54

	
700
	
57
	
63
	
69
	
57

	
750
	
60
	
66
	
72
	
60

	
800
	
63
	
69
	
75
	
63

	
850
	
66
	
72
	
78
	
66

	
900
	
69
	 
75
	
81
	
63

	
950
	
72
	
78
	
84
	
72

	
1.000
	
75
	
81
	
87
	
75

	
1.050
	
78
	
84
	
90
	
78

	
1.100
	
81
	
87
	
90
	
81

	
1.150
	
84
	
90
	
90
	
84

	
1.200
	
87
	
90
	
90
	
87

	
1.250 o más
	
90
	
90
	
90
	
90

	
	
	
	
	


Número de semanas: Número de semanas cotizadas.

%,Inv. P. Total: Porcentaje Invalidez Permanente Total.

% Inv. P. Absoluta: Porcentaje Invalidez Permanente Absoluta.

% Gran Inv.: Porcentaje Gran Invalidez.”
La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido 3 tesis de interpretación respecto a la aplicación del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993; así, en sentencia de febrero 18 de 2010, radicación No. 25000-23-25-000-2004-04269-01 (1020-08), Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, se consideró:  

“Lo dispuesto en el aparte transcrito, en criterio de la Sala desnaturaliza la esencia y finalidad del régimen de transición previsto en el inciso 2° ibidem, al consagrar una liquidación y cálculo del Ingreso Base de Liquidación por fuera del régimen que ampara en cada caso el sistema de transición, lo que en muchos casos milita en detrimento del derecho pensional de sus beneficiarios concretamente en cuanto al monto pensional.

No obstante, en sede judicial, la disyuntiva creada con la desafortunada redacción de dicho artículo ha permitido en casos particulares la aplicación de la liquidación pensional contenida en el inciso 3° pero únicamente en función del principio de favorabilidad, de manera que la situación de contradicción se resuelva siempre en beneficio del pensionado según el caso, pues de conformidad con este principio consagrado en el artículo 53 de la Carta Política, cuando una misma situación jurídica se halla regulada en distintas fuentes formales del derecho o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o interpretar las normas escoger aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador.  La favorabilidad opera entonces en casos como éste, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite varias interpretaciones.
 

Si bien la aplicación de la favorabilidad implica la adopción integral de la norma escogida por virtud del principio de inescindibilidad de la Ley que le es inherente, debe anotarse que el régimen de transición se constituye en la excepción a dicha regla hermenéutica, pues la redacción misma del precepto legal habilita la aplicación simultánea de los dos ordenamientos (el amparado por el régimen de transición y en cuanto a la liquidación del derecho el contenido en el inciso 3°), y en éste caso la conclusión obligada es la escindibilidad de la norma en función de la favorabilidad.

Así, la liquidación del derecho pensional de los empleados cobijados por el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, de conformidad con lo expuesto admite tres eventos: 

1) La aplicación integral de la normatividad anterior en todos los aspectos que conforman el derecho pensional, que como se mencionó al principio corresponde a la esencia misma del sistema de transición. 

2) La aplicación del régimen anterior salvo en el cálculo del Ingreso Base de Liquidación, el cual se establecería por favorabilidad de conformidad con la primera regla del inciso 3° ibidem, esto es, con el promedio de lo devengado durante el tiempo que le hiciere falta al empleado para acceder a la pensión a partir de la vigencia de la Ley 100, cuando éste fuere inferior a 10 años; y

3) La aplicación del régimen anterior estableciendo el ingreso base de liquidación de conformidad con la segunda regla contenida en el inciso 3° en mención, es decir, con el promedio de lo cotizado durante todo el tiempo, cuando el que faltare para acceder a la pensión fuera superior a 10 años.

Al respecto debe entenderse que por ser de la esencia del régimen de transición la aplicación integral del régimen anterior, el primer supuesto opera de pleno derecho para quienes se encuentran inmersos en el mismo y consolidan su status pensional, así para efectos del cálculo del quantum pensional y la determinación del ingreso base de liquidación se observarán igualmente las normas que gobernaron la concesión del derecho; no sucede así para quienes consideran les beneficia la liquidación establecida en el inciso 3° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues si bien corresponde al Juez aplicar el principio de favorabilidad, incumbe en estos casos a la parte interesada no sólo alegarla sino probar y aportar los elementos que permitan establecerla, pues bajo los tres supuestos anteriormente enlistados la favorabilidad de la norma sólo puede determinarse luego de la liquidación aritmética del derecho, por lo que se torna necesario para quien pretende la aplicación del inciso 3° en mención, probar que en efecto le beneficia y en tal sentido aportar los certificados salariales que respalden su pretensión.”


La parte demandante considera que le es más favorable la aplicación de la primera tesis de interpretación, según la cual el reconocimiento de su pensión de vejez debe hacerse en su integridad con base en el régimen anterior, es decir, el contenido en el Acuerdo 049 de 1990, en especial lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 20, según el cual el ingreso base se obtiene multiplicando por el factor 4.33, la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó el trabajador en las últimas cien (100) semanas y el factor 4.33 resulta de dividir el número de semanas de un año por el número de meses. 



Así las cosas, en aplicación del principio de favorabilidad, la Sala ordenará la reliquidación de la pensión de la demandante desde el momento mismo de su reconocimiento en virtud de la Resolución No. 002824 de marzo 25 de 2004, disponiendo que la liquidación de su ingreso base de liquidación se haga con base en lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, en especial su artículo 20, de modo que se aplique en su integridad dicha disposición, lo que impone acceder a las súplicas de la demanda y ordenar el reconocimiento y pago de las diferencias que surjan entre lo que se ha pagado y lo que se debió pagar realizando la liquidación en la forma descrita.  



No obstante lo anterior y como quiera que la petición de reliquidación pensional se radicó en la entidad demanda el 7 de diciembre de 2008, el pago efectivo de las diferencias de las mesadas causadas conforme a lo señalado en el párrafo anterior se hará desde el 7 de diciembre de 2005, por prescripción trienal. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

REVÓCASE la sentencia de 25 de marzo de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, que declaró no probadas las excepciones planteadas por el Instituto de Seguros Sociales y se declaró inhibido para conocer la solicitud de nulidad impetrada por la señora María Teresa Díaz Lalinde contra el Instituto de Seguros Sociales. En su lugar se dispone: 

1. DECLÁRASE la nulidad del Auto No. 1258 de abril 26 de 2007, expedido por el Jefe del departamento de atención al pensionado del Instituto de Seguros Sociales, Seccional Valle, en cuanto negó la solicitud de reliquidación pensional a la señora María Teresa Díaz Lalinde. 
2. ORDÉNASE al Instituto de Seguros Sociales reliquidar la pensión de vejez de la demandante María Teresa Díaz Lalinde en los términos del Acuerdo 049 de 1990, calculando el ingreso base de liquidación con base en lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 20 de dicha disposición, a partir del 1º de abril de 2004, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta sentencia. 

3. CONDÉNASE al Instituto de Seguros Sociales a pagar a la demandante las diferencias que surjan entre lo que se pagó por concepto de mesadas pensionales recibidas en virtud de la liquidación ordenada en la Resolución No. 002824 de 2004 y modificatoria y lo que debió haber pagado al hacer la liquidación de la prestación en la forma ordenada en el numeral anterior, pero con efectos fiscales a partir del 7 de diciembre de 2005, por prescripción trienal, de conformidad con lo expresado en las consideraciones. 
4. Una vez ajustada la pensión de jubil

ación de la demandante en los términos anotados, sobre la nueva base de liquidación se aplicarán los ajustes de Ley, por cambiar la base de liquidación pensional. 

5. La reliquidación pensional ordenada tendrá los reajustes de ley, acudiendo para ello a la siguiente fórmula:
R = Rh índice final   

       índice inicial

En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por la demandante desde la fecha en que tuvo derecho a la pensión de en los términos descritos en la parte motiva, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial vigente para la fecha en que debió hacerse el pago.

Además, por tratarse de pagos de tracto sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes para cada mesada pensional comenzando desde la fecha de su causación y para las demás teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.

6. A la presente sentencia se le dará cumplimiento en los términos y condiciones establecidos en los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

Cópiese, notifíquese, y cúmplase.
La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN 

ALFONSO VARGAS RINCÓN  
LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO

� Según documental visible a folios 203 y 204 del expediente. 


� Según información suministrada a folio 208.


� De conformidad con el reporte que obra a folio 229. 


� Folio 14.


� Folios 15 a 17.


� Folios 18 y 19.


� Folios 26 a 28.


� Folios 2 a 10.


� Auto No. 1258 de abril 26 de 2007, visible a folios 12 y 13 del expediente. 


� 1º de abril de 1994.


� Nació el 17 de marzo de 1947, según se desprende de la resolución de reconocimiento de su pensión, visible a folio 14, es decir, tenía 47 años de edad. 


� Corte Constitucional. Sentencia C- 789 de 2002. M.P. Dr: Rodrigo Escobar Gil.


� Tenía 47 años de edad, según lo mencionado en el pie de página precedente. 


� Tenía 50 años de edad, de acuerdo con la fotocopia del registro civil de nacimiento que obra a folio 19 del expediente.  


� C-168 de 1995. Corte Constitucional.





